En la ciudad de Mar del Plata, a los 31 días del mes de mayo del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2051-AZ1 “ESTANGA FACUNDO MANUEL c. MUNICIPALIDAD DE OLAVARRIA – EMPRESA CONTRATISTA SABAVISA S.A. s. DAÑOS Y PERJUICIOS”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo, Riccitelli y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha 14-04-2010 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Azul, dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda promovida por el Sr. Facundo Manuel Estanga y, en consecuencia, condenó a la Municipalidad de Olavarría y a la empresa Sabavisa Sociedad Anónima -por partes iguales en la producción del evento dañoso- a abonar al actor en el término de sesenta (60) días la suma de CINCO MIL NOVENTA Y TRES PESOS CON CINCUENTA CENTAVOS ($ 5.093,50), de acuerdo a la cuantificación practicada en los Considerandos III y IV del mismo pronunciamiento (arts. 163 Const. Prov.; 512, 901, 902, 903, 904, 1111 y 1113, 2do. párrafo 2da. parte, del Código Civil; 163 inc. 5° del C.P.C.C. y 77 inc. 1° del C.P.C.A.). Asimismo, dispuso que al importe así determinado deben adicionársele intereses de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires por depósitos a treinta (30) días vigente en los distintos períodos de aplicación, desde el 22-07-2004 hasta su efectivo pago (arts. 7 y 10 de la ley 23.928 –texto según ley 25.561-; 622 del Cód. Civ. y 5 de la ley 25.561). Por último, impuso las costas del presente juicio en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.) [cfr. fs. 531/545].

II. Contra dicho pronunciamiento, el actor interpuso recurso de apelación fundado mediante presentación de fs. 552/556. La codemandada Municipalidad de Olavarría, por su parte, también apeló fundadamente la sentencia de grado mediante recurso deducido a fs. 557/562.
III. Encontrándose consentida la resolución dictada por este Tribunal que declara admisibles ambos recursos [cfr. fs. 581/582], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear la siguiente:
CUESTION

¿Son fundados los recursos de apelación interpuestos?
A la cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. El a quo, tras rechazar las defensas de falta de legitimación pasiva y cosa juzgada esgrimidas por la codemandada Sabavisa S.A. y considerar inoficioso el tratamiento del planteo de inconstitucionalidad del art. 18 del C.P.C.A. formulado por el accionante, entendió, por un lado, que existiría responsabilidad “… concurrente o indistinta…” de las codemandadas Municipalidad de Olavarría y Sabavisa S.A. por los daños sufridos por el actor Facundo Manuel Estanga, aunque, por otro lado, tal responsabilidad se vería atenuada en un cincuenta por ciento (50%) en virtud del supuesto obrar negligente de este último, que -a entender del magistrado- habría concurrido como causa del accidente.
Así, en la estructura fundamental del fallo en crisis, se reconoce: (a) un núcleo argumentativo sobre el cual reposa la imputación de responsabilidad a las accionadas, (b) otro, en el que se pondera la culpa del accionante como factor que concurre a la causación del daño y, (c) finalmente, un capítulo dedicado a la determinación y cuantificación de los rubros indemnizatorios.

2. El actor, al fundar su recurso de apelación, cuestiona la sentencia de grado en cuanto el a quo allí: (a) considera que ha existido culpa de su parte y que ésta ha concurrido como causa del evento dañoso y, (b) impone las costas del proceso en el orden causado.
3. Al replicar tales fundamentos recursivos, la Comuna codemandada expresa su acuerdo con la valoración efectuada por el a quo en torno a la existencia de culpa del actor -determinante de su propio daño- y afirma que ella aparecería respaldada por las declaraciones testimoniales producidas en autos [v. fs. 574/575].

Señala también que, en relación con la imposición de costas, resulta aplicable lo normado por el art. 51 inc. 1° del C.P.C.A., no configurándose en la especie ninguno de los supuestos contemplados en el inciso 2° de dicha norma [v. fs. 575 –in fine-].
4. La firma Sabavisa S.A., por su parte, responde también a los agravios vertidos por el demandante y, en tal faena, siguiendo una línea argumental semejante a la de su codemandada, manifiesta que “… debe atribuirse la totalidad de la responsabilidad por el hecho dañoso al actor […] lo que a su vez conllevará a la aplicación de la totalidad de las costas del presente juicio…” [v. fs. 576/577].
5. En su recurso de apelación, la Municipalidad de Olavarría: (a) plantea la inexistencia de responsabilidad de su parte en relación con el daño sufrido por el Sr. Estanga [v. fs. 557 vta./559] y, enlazado a ello, alega la “… responsabilidad exclusiva y excluyente del actor y/o de Sabavisa S.A…” [v. fs. 559/561]; (b) cuestiona, por otro lado, la indemnización fijada por el sentenciante a favor del actor [v. fs. 561 –in fine- y sgtes.].

6. A su turno, el demandante responde al memorial de agravios presentado por la Municipalidad accionada controvirtiendo la posición asumida por ésta y alegando, en tal sentido, que los argumentos recursivos se apoyan en doctrinas “… antiguas, en desuso e inaplicables…” a través de las cuales la comuna estaría intentando eludir aquella responsabilidad que le cabe en virtud del derecho aplicable al caso [v. fs. 565/566 –párr. 1°-]. Por otra parte –reafirmando en este punto los argumentos vertidos por su parte en el recurso de fs. 552/556-, niega la existencia de un obrar negligente suyo que haya concurrido como causa del daño experimentado [v. fs. 566, párr. 2° y sgtes.].
II. Adelanto que el recurso impetrado por el actor merece prosperar parcialmente, en tanto la apelación deducida por la codemandada Municipalidad de Olavarría –a mi modo de ver- no merece estima.
1. Analizaré en primer término aquellos planteos de la Municipalidad recurrente que postulan que no correspondería imputar responsabilidad a su parte y que ésta, de existir, debería atribuirse únicamente a la codemandada Sabavisa S.A.

a. En tal faena, he de recordar que el a quo encontró configurados en el caso los extremos que hacen a la responsabilidad -prevista en el art. 1113 del Código Civil- por los daños causados por el riesgo o vicio de las cosas. Así, examinando los diversos elementos traídos a juicio y destacando la ausencia de controversia en torno a la existencia del daño, estimó que se habría demostrado que el accidente automotor sufrido por el Sr. Estanga se produjo como consecuencia de un obstáculo existente en el camino de acceso a la localidad de Hinojo, conformado por un bloque de cemento “… correspondiente a la terminación inconclusa del asfalto…” –considerado por el sentenciante como cosa riesgosa o viciosa-, como así también la relación de causalidad entre el riesgo o vicio de la cosa y el daño, entendiendo también el magistrado que se ha accionado contra quien resultaría responsable en virtud de revestir el carácter de “dueño” o “guardián” de esa cosa [v. fs. 534 vta./536]. Desde allí, sostuvo que se verificaría una responsabilidad compartida entre ambos codemandados.
Luego, precisó los alcances de la responsabilidad atribuida al Municipio de Olavarría –a su criterio, “… de modo concurrente o indistinto con la empresa contratista…”, en virtud de revestir éstos las calidades de “dueño” o “guardián” de la calle o camino público- y, en tal sendero, explicó que ella resultaría: (i) tanto de la calidad de titular de la calle o camino que integra el dominio público (art. 2340 inc. 7º C.C.) y la consecuente aplicación al caso de lo normado por el art. 1113 del Cód. Civil -párr. 2°, 2da. parte-, (ii) como de la omisión en el ejercicio del poder de policía que le corresponde en relación a diversas cuestiones locales, la que configuraría una “falta de servicio” [v. fs. 537 vta./538].
En tal sentido, señaló que dicha “falta de servicio” se observa en “… el incumplimiento de una obligación expresa o implícita –art. 1074 Código Civil- y no de un deber genérico o difuso…” [v. fs. 538 –in fine-] y afirmó que el Municipio tiene la obligación de mantener las calles en condiciones de ser utilizadas sin riesgos, apreciando en el caso que la ruta se encontraría ineficientemente señalizada y, además –tal como lo afirmara el perito interviniente en autos (4° punto de pericia, fs. 486 vta.)- debió haber permanecido cerrada a la circulación vehicular hasta que las condiciones para ello fueran aptas [v. fs. 539, parr. 1°]. Entendió así que la conducta omisiva o prestación irregular del servicio por la Administración surgiría de no haber actuado de determinada manera cuando era razonable esperar que así lo hiciera para evitar daños.

Remarcó también que la Comuna “… conocía la existencia de quejas vecinales frente a la obra nueva que generaba un prominente desnivel en el hormigón el cual había producido ya varios accidentes…”, confirmando tal circunstancia con un recorte periodístico obrante a fs. 17 del expediente administrativo N° 2004/E/3227 -unido por cuerda a estos autos-. Concluyó así que, frente a la señalización insuficiente efectuada por la empresa contratista a cargo de la obra, la Municipalidad debía adoptar las medidas de precaución adecuadas [v. fs. 539, párr. 2°], ello “… aún cuando hubiere delegado su materialización en un tercero, pues en ejercicio del poder de policía conserva siempre el contralor de su eficacia…” [v. fs. 538 vta., párr. 2°].
En lo que atañe a la responsabilidad de la codemandada Sabavisa S.A., el Juez de grado, tras endilgarle a ésta el carácter de “guardián” de la cosa que intervino como causa del daño -en razón del contrato administrativo de obra pública- y descartar toda posibilidad de considerarla como tercero –en relación al Municipio codemandado- en los términos del 2° párrafo del art. 1113 del Cód. Civil, entendió que aquella responsabilidad existiría en forma concurrente con la imputada a la Comuna de Olavarría.

Con sustento en las previsiones del Decreto Municipal N° 1.158/03 -que fijó las bases y condiciones para la licitación pública de la obra en cuestión, alcanzando también a su ampliación dispuesta por Decreto N° 500/04 [v. fs. 95/96] y a las etapas de la obra efectuadas luego mediante órdenes de compra [fs. 97 y 100]- relativas a la responsabilidad asumida por el contratista, entendió el a quo que Sabavisa S.A. resultaría responsable en la misma proporción que la Municipalidad por cuanto -conforme se desprendería de la prueba aportada a la causa- la empresa habría incumplido con su obligación de mantener la obra adecuadamente señalizada hasta su recepción provisoria –acaecida con posterioridad al siniestro-.

b. Efectuada la reseña que antecede, cabe desestimar, liminarmente, la queja de la Comuna recurrente en torno a la supuesta contradicción en que habría incurrido el magistrado al calificar la responsabilidad de los sujetos codemandados [v. fs. 557 vta., párr. 3°]. Es que tal argumentación, limitada al planteo de la duda sobre si “… entonces nos encontramos frente a una condena basada en obligaciones concurrentes o se trata de obligaciones solidarias…” [v. fs. 558, párr. 1°], está lejos de demostrar –a fin de contribuir a la conformación de una crítica concreta y razonada del fallo- de qué manera el supuesto yerro incidiría en la solución adoptada en la instancia en torno a la existencia de responsabilidad en cabeza de la apelante y cómo su ponderación por esta Alzada podría conducir a una decisión en sentido diverso [argto. doct. esta Cámara, causas C-1953-BB1 “Lago Guiñez”, sent. del 07-XII-2010; C-1668-DO1 “Mambretti”, sent. del 10-III-2011]. A todo evento, siendo que el a quo explicó claramente que la Municipalidad accionada respondería “… de modo concurrente o indistinto con la empresa…” y que “… ambas […] responden por distinto título, es decir en virtud de fuentes obligacionales diferentes…” y marcó la diferencia con los supuestos de solidaridad [v. fs. 534 vta., párr. 3°; fs. 537, párr. 3°], el solo hecho de que haya deslizado que aquella responsabilidad se debería “… achacar […] en modo solidario…” [v. fs. 534 –in fine-], no pasa de ser una imprecisión que, en caso de haber suscitado dudas para la quejosa, éstas bien pudieron ser despejadas mediante recurso de aclaratoria [argto. esta Cámara, causa G-615-BB1 “Cooperativa Obrera Ltda.”, sent. del 15-IV-2010].
c. (i) Descartado tal planteo, observo que la apelante sostiene también que el a quo habría omitido considerar lo expuesto en su contestación de demanda en torno a la “… naturaleza, extremos configurantes y alcances de la responsabilidad de la comuna…”, cuestiona la aplicación “automática” de lo normado por el art. 1113 Cód. Civil -2do. párrafo- y denuncia el supuesto error del judicante al “… hacer prevalecer el carácter de bien del dominio público municipal de la calle en donde se produjo el accidente…” [v. fs. 558 vta., párr. 3°].
Propone asimismo que debe ponderarse la proporcionalidad que el daño guarde “… con la cuota normal de sacrificios que supone la vida en comunidad…”, no existiendo responsabilidad ni deber de reparar cuando el daño sea consecuencia normal y necesaria de la actividad legítima desarrollada por el Estado [v. fs. 558 vta., párr. 2°].

Por otra parte, tras reiterar fragmentos del escrito defensivo expuesto ante la instancia [v. fs. 558 párr. 3° y 4°; cfr. fs. 66 párr. 2° y 4°] alega también que, en virtud del contrato de adjudicación de obra pública a Sabavisa S.A. y de la “… transferencia de la guarda [de dicha obra] hasta su recepción definitiva por la comuna…” [v. fs. 558 vta., párr. 3°] no se verificaría en el caso el incumplimiento de un deber concreto en cabeza del Municipio, ni se estaría ante un supuesto de “… omisión en el ejercicio del poder de policía de contralor de la obra…”.
Enlazado a esto último, dentro del capítulo del libelo recursivo identificado como “III.2”, señala que, de considerarse que la conducta imprudente de la víctima no llegaría a excluir completamente cualquier responsabilidad atribuible a las accionadas, la empresa contratista es quien debería responder “… sin concurrencia o solidaridad con el Municipio…”. En tal sentido, si bien manifiesta su acuerdo con lo expresado por el sentenciante en torno a la custodia detentada por Sabavisa S.A. sobre el tramo del camino en donde se produjo el accidente y durante el tiempo en que tal hecho acaeció, alega que el a quo habría dejado de lado lo expresamente normado por el pliego de condiciones legales generales –refiriendo específicamente a su art. 55- y por el artículo 7° del contrato de obra pública glosado a fs. 286, de los cuales resultaría que la señalización del camino en reparación estaba a cargo de la empresa adjudicataria de la obra y que la responsabilidad derivada de la deficiente señalización no podría imputarse más que a ésta última, sin concurrencia del Municipio comitente [v. fs. 560 vta./561].
(ii). Observo que tal embate recursivo resulta insuficiente para desvirtuar la conclusión a la que ha arribado el a quo sobre la configuración de un supuesto de “falta de servicio”, en tanto no logra conformar una crítica concreta y razonada de las partes del pronunciamiento cuyo desacierto pregona la recurrente, requisito éste que, impuesto por el art. 56 inc. 3° del C.P.C.A., exige hacerse cargo de los fundamentos del fallo a través de un memorial que exponga en forma seria, fundada, concreta y objetiva los errores de la sentencia, punto por punto, junto con la demostración de los motivos para considerar que ella es errónea, injusta o contraria a derecho [argto. doct. esta Cámara, causas C-1809-MP2 “Santana”, sent. de 13-X-2010; C-1953-BB1 “Lago Guiñez”, citada; C-1668-DO1 “Mambretti”, citada].

En tal sentido, cabe advertir que el embate intentado se apoya, de un lado, sobre la reiteración de argumentos ya blandidos en la instancia de origen que postulan, en términos generales, la inexistencia de “… obligaciones concretas y específicas…” en cabeza de la Administración municipal y de reglas relativas a la forma en que ésta debería prestar los servicios que garanticen la “… seguridad y comunicación de personas y bienes…” y, de otro lado, sobre la invocación de cláusulas del pliego de bases y condiciones para la realización de la obra de marras que establecerían la responsabilidad exclusiva de la contratista ante reclamaciones como la que se ventila en el sub examine.
Así estructurado, el ensayo crítico pasa por alto que el sentenciante, aún teniendo en cuenta la tesitura defensiva propuesta [v. fs. 538 –in fine-], consideró, de un lado, que sí habría existido en cabeza del Municipio accionado una específica obligación de señalizar adecuadamente el camino en reparación o, en su caso, cerrarlo a la circulación vehicular, advirtiendo también el a quo, en tal orden de ideas, que la Administración tenía conocimiento de reclamos efectuados por los vecinos a raíz accidentes producidos como consecuencia del defecto de la obra en cuestión y, de otro lado, estimó que aquella mentada obligación subsistía, aún cuando la obra hubiese sido encomendada a una empresa contratista y sin perjuicio del reconocimiento de la responsabilidad que le cabe a esta última en virtud de lo reglado por el artículo 55 del referido Pliego –norma expresamente relevada y considerada por el magistrado [v. fs. 540, párr. 2°]-, en virtud del contralor que la Administración debe ejercer como facultad comprendida en su poder de policía.
(iii) Sin perjuicio de lo expuesto, a fin de brindar mayor satisfacción a la recurrente, debo señalar que es cierto que el art. 7° del contrato de obra pública agregado a fs. 285/288 prevé que la empresa contratista deberá “… disponer las señales de advertencia diurnas y nocturnas necesarias para evitar accidentes durante la ejecución de la obra…”, como así también mantener en perfectas condiciones de utilización las vías de circulación alternativas en caso de que éstas debieran usarse. Asimismo, no pasa inadvertido que el art. 55 de las “bases y condiciones legales generales” de contratación [fs. 306 vta./318], tal como lo expresa la recurrente, establece que “… el contratista es exclusivamente responsable de toda reclamación a acción de terceros que pudiera entablarse en razón de cualquier daño o perjuicio ocasionado a personas o cosas, por la obra o sus anexos, ya sea por cualquier aparato o material usado en la obra por negligencia, culpa, omisión o imprudencia de él o de sus empleados y obreros…”.
Empero, luego de una atenta lectura de los referidos instrumentos, no cabe sino concluir que resulta acertado el razonamiento plasmado en el pronunciamiento de grado en cuanto postula la existencia de un deber de contralor en cabeza del Municipio accionado, tanto en lo atinente a la ejecución de la obra como a las medidas de seguridad que respecto de ella debe adoptar la contratista. Nótese, en tal sentido, que el art. 39 del citado pliego de bases prevé que los trabajos se ejecutarán “… bajo el control de un servicio técnico dependiente de la Municipalidad…”, el cual se denominará “inspección”. Luego, el art. 58 fija las características del sistema de señalización que debe montar la empresa –estipulando que los respectivos costos se considerarán incluidos en el presupuesto presentado al licitar la obra- y establece la responsabilidad de ésta por accidentes o perjuicios a terceros derivados de la inobservancia de tales pautas “… aunque la inspección no hubiese realizado las observaciones pertinentes…”.
Queda claro entonces que, en el marco de las referidas bases y condiciones de contratación, si bien la señalización de los diferentes puntos de la obra estaba a cargo de Sabavisa S.A., el cumplimiento de tal prestación accesoria se encontraba sometido al contralor ejercido por los cuadros técnicos competentes de la Administración municipal comitente.
A mayor abundamiento, la valoración efectuada por el a quo en torno a los alcances del poder de policía que detentaría el Municipio, encontraría sustento en lo normado por el Código de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires en cuanto prevé como incumbencia de las autoridades policiales y municipales declarar la intransitabilidad de cualquier vía pública cuando “… las construcciones viales determinen una inseguridad cierta para el tránsito y mientras perdure la circunstancia que la provoca…” (conf. art. 62 ley 11.430 –t.o. Dec. 690/03-), disponiendo también que corresponde a dichas autoridades ejecutar las “… reparaciones no terminadas por el ente o constructores responsables en la vía pública…” y, “… en los lugares de circulación suspendida o peligrosa y en cualquier situación de riesgo, […] controlar y/o señalizar eficientemente el sitio…” (conf. art. 102 ley 11.430 –t.o. Dec. 690/03-).
Concluyo así que la apelación intentada, por un lado, no logra conmover el razonamiento del magistrado de grado que postula la existencia de un deber del Municipio de controlar, en ejercicio de su poder de policía, el desarrollo de la obra de repavimentación del camino en el cual se produjo el incidente dañoso y, por otra parte, deja incólume aquella conclusión del sentenciante en torno a la verificación de un supuesto de falta de servicio que, ante el incumplimiento de las normas de seguridad por parte de la empresa contratista Sabavisa S.A., se patentizaría en la omisión de la Comuna de ejercer adecuadamente aquel contralor y proveer, en consecuencia, a la adecuada señalización de la vía en reparación o, eventualmente, disponer su cierre al tránsito vehicular.
2. Cabe ahora tratar los agravios dirigidos, tanto por el actor como por la Municipalidad codemandada, contra aquella parcela de la sentencia en crisis en la que se pondera la culpa del damnificado como factor que concurre a la causación del daño.
Estimo oportuno principiar tal faena recordando que el Juez de grado, sin perjuicio de lo expuesto sobre la responsabilidad de las accionantes, sostuvo también que se encontraría configurada “… la responsabilidad del actor por su obrar negligente como factor altamente influyente…” [v. fs. 536, párr. 1°] desde que éste habría transitado la carretera objeto de la obra “… pese a la existencia de un camino alternativo…” y conducido el vehículo en que se desplazaba en forma desaprensiva, pues debió adecuar la velocidad y las precauciones a la vía por la que circulaba, “… la cual no era la habitual que tomaba el mismo a fin de dirigirse a su trabajo, sino que la toma ese día concreto para acortar camino, en condiciones de escasa visibilidad dada la hora temprana en pleno invierno…”. Recordando lo normado por el art. 902 del Código Civil y citando jurisprudencia de la Suprema Corte provincial en aparente sustento de su tesitura, entendió que el actor habría contribuido culposamente a causar el resultado dañoso por él mismo sufrido [cfr. fs. 536/537].
a. (i). La Municipalidad de Olavarría alega en su recurso que el actor no habría “… logrado acreditar los extremos esenciales que posibiliten descartar su responsabilidad en el evento dañoso…” [v. fs. 559, párr. 4°].
Así, el razonamiento que porta la crítica intentada parece apoyarse sobre dos premisas: que el actor no habría logrado demostrar el nexo de causalidad existente entre el daño por él sufrido y la supuesta omisión de mantener el camino señalizado o de cerrarlo al tránsito y que, como consecuencia de ello, no puede descartarse la culpa de la propia víctima como causa de aquel daño.
Ante el panorama trazado, debo señalar, en primer lugar, que –conforme surge de una atenta lectura de la contestación de demanda que obra a fs. 62/70- es la propia Comuna demandada quien ha controvertido la existencia de un nexo causal entre el daño padecido por el actor y el obrar u omisión imputable a su parte, invocando a tal fin la culpa del propio Sr. Estanga como causa exclusiva del perjuicio por sí mismo sufrido [cfr. fs. 64 vta./65]. Desde tal mirador, incumbía ineludiblemente a la accionada -ahora apelante- desplegar actividad probatoria capaz de dar certeza sobre la situación de que hace mérito para respaldar su defensa [argto. art. 375 C.P.C.C.], resultando imperativo de su propio interés sustentar sus dichos en prueba atendible a tal fin, estimándose como tal aquella que hace a la idoneidad o eficacia para crear, en el caso concreto, la convicción del juez en torno a las circunstancias invocadas [argto. doct. esta Cámara causa C-2030-AZ1 “Turletti”, sent. del 22-XII-2010]. Con ello, queda patentizado el yerro en que incurre la apelante cuando, aparentemente –conforme surge de lo expresado a fs. 559 vta. 4° párrafo-, pretendería colocar aquella carga probatoria en cabeza del accionante.
(ii) Sentado ello, observo también que la quejosa aduce que su contraparte no habría probado el nexo de causalidad existente entre el daño padecido y los supuestos defectos de señalización y riesgos existentes en el camino en que éste se produjo.
Siguiendo tal orden de ideas, la apelante formula una serie de alegaciones sobre la prueba rendida, tendientes a desvirtuar, en fin, las conclusiones del a quo en torno a ciertas circunstancias fácticas propias del ámbito en que se produjo el evento dañoso -tales como que la calle, a pesar de encontrarse en reparación, estaba abierta al tránsito vehicular público y carecía de una adecuada señalización de los obstáculos que en su trayecto pudieran representar un riesgo para los transeúntes- que, en el entendimiento del magistrado, habrían operado como concausa del accidente sufrido por el Sr. Estanga.

En ese mismo sendero, la quejosa refiere al contenido de la prueba testimonial y expresa que la pericia mecánica no resultaría contundente en lo que atañe a la señalización e iluminación del lugar del hecho, destacando que no han sido refutadas las observaciones que su parte oportunamente formuló ante el referido dictamen. Alega también que al momento de producirse el accidente existían calles alternativas y que la señalización era “… adecuada y suficiente a las circunstancias de lugar, modo y tiempo […] no pudiendo aceptarse la ‘preferible’ iluminación eléctrica que sugiere el perito…” [v. fs. 560, párr. 4° y sgtes.]. Sostiene, asimismo, que el a quo no habría meritado el informe de la Secretaría de Obras y Servicios Públicos -incorporado al expediente administrativo 3227-E-04- sobre la estructura de señalización de la obra, ni el hecho de que “… sobre el carril de Avenida Circunvalación existía un acceso al nuevo pavimento que le permitía transitar sin inconvenientes…” [v. fs. 559vta. –in fine-].

(iii) Examinando ahora la prueba a la que refiere la propia apelante, advierto que los testigos propuestos por el accionante -cuyas declaraciones obran a fs. 270/274- han sido contestes en afirmar que el accidente sufrido por el Sr. Estanga fue debido a la existencia de un pronunciado desnivel en la terminación de la cinta asfáltica de la denominada Avenida 14 de la localidad de Hinojo, como también a la ausencia de señales que advirtieran sobre tal obstáculo y de una adecuada iluminación del lugar. Asimismo han expresado que existiría una única señal colocada a cincuenta (50) metros del sector afectado por la obra –v. respuestas a la tercera pregunta ampliatoria a fs. 271 vta. y a la segunda pregunta ampliatoria a fs. 274-, afirmando uno de ellos que tal aviso nunca se habría encontrado iluminado [v. fs. 274 vta.]. Cabe destacar que ambos testigos resultan ser vecinos del lugar en donde se produjo el hecho y que, además, afirmaron en forma consonante que el lugar, a su entender, resultaría peligroso para el tránsito a raíz de la falta de señalización de la calle en reparación y recordaron que allí se habrían producido otros accidentes mientras la obra se encontraba en ejecución.

Luego, observo que el Perito Ingeniero Mecánico en su dictamen de fs. 486/488 explica claramente que el accidente que motivó el reclamo de autos se habría producido como consecuencia del impacto del automotor conducido por el Sr. Estanga contra el molde de hierro colocado sobre un desnivel de hormigón de aproximadamente 30 centímetros de altura que conformaría el borde de la cinta asfáltica [v. fs. 487, puntos 6 y 7]. Ha sido contundente el profesional al expresar que, del análisis del expediente administrativo remitido por la Municipalidad de Olavarría, no surge que al tiempo del hecho existiese señalización alguna instalada en el lugar, explicando que lo adecuado hubiese sido montar sistemas lumínicos –preferentemente eléctricos- y carteles con suficiente anticipación al obstáculo, poniendo de relieve [v. fs. 478, punto 10], además, que la iluminación del lugar en aquel momento habría sido escasa, en tanto, al cotejar las fotografías obrantes a fs. 12/15 del expediente administrativo 3227-E-2004 –agregado por cuerda a estos autos- con las tomadas por el profesional al tiempo de realizar la pericia [v. fs. 488], advierte éste que el alumbrado del sector se conformaría con las luminarias colocadas sobre el boulevard central que, al tiempo en que ocurrió el siniestro, no existían. Asimismo, ha quedado claro que, a criterio del experto, independientemente de la señalización e iluminación del lugar, la vía debió haber estado cerrada al tránsito por resultar insegura a tal fin, explicando aquél los daños que podría sufrir un vehículo al impactar contra los bordes de la capa de hormigón que conforma la calle.
Con lo expuesto, queda despejada toda duda en torno a que la calle en la que ocurrió el hecho dañoso se encontraba abierta al tránsito al tiempo de acaecer aquél. En tal sentido, vale observar también que el artículo periodístico glosado a fs. 17 del expediente administrativo 3227-E-2004 de la Municipalidad de Olavarría, acompañado a la presentación inicial de dichas actuaciones con fecha 02-09-2004, da cuenta de que en el camino transitado por el Sr. Estanga se habrían producido para entonces otros accidentes como consecuencia de los desniveles existentes en los bordes de la capa asfáltica y de la carencia de una adecuada señalización de éstos, lo que también permite colegir que, desde tiempo antes del infortunio de marras, el camino se encontraba abierto al tránsito vehicular. Nótese, además, que la fotografía incorporada al artículo periodístico corresponde al mismo lugar en que el actor sufrió el accidente con su vehículo [v. fotografías a fs. 4 de autos y a fs. 12/15 del expte. adm.], pudiendo observarse en las referidas placas la presencia de otros automóviles sobre la misma calzada.
En razón de lo expuesto hasta ahora, debo de recordar -siguiendo los lineamientos fijados por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires- que en atención a la especificidad técnica propia de la prueba pericial, el rechazo por el juez del dictamen del experto, debe basarse en razones serias, con sustento en un análisis crítico tanto de los fundamentos como de las conclusiones de la tarea desempeñada por el auxiliar y de su conjugación con las demás pruebas colectadas sobre los mismos hechos. Este accionar debe formar en el tribunal el convencimiento de que, o bien aquellos estudios técnicos no aparecen suficientemente fundados o son contradictorios entre sí, o bien no existe la relación lógica indispensable entre los fundamentos y sus conclusiones, o éstas contrarían normas generales de la experiencia o hechos notorios y otras pruebas más convincentes, o resultan absurdas o increíbles o dudosas por otros motivos [argto. doct. S.C.B.A. causas Ac. 90.694 “Sesoldi”, sent. del 11-IV-2007; C. 99.934 “Ruiz”, sent. 09-VI-2010]. Tal como surge de lo reseñado hasta aquí, el dictamen del experto interviniente se aprecia suficientemente fundado y claro en cuanto a las conclusiones expresadas, las que, por otra parte, lucen coherentes con la visión del complejo fáctico que -examinado a la luz de la sana crítica (argto. art. 384 C.P.C.C.)- brindan los restantes elementos probatorios aportados a la causa y tenidos en vista por el a quo [argto. doctr. S.C.B.A. causas L. 85.832 “T.E.”, sent. del 05-IV-2006].
Siguiendo tales parámetros, estimo que la prueba rendida no aparece desvirtuada por el contenido de la comunicación obrante a fs. 18 del expediente administrativo, a través de la cual la delegada municipal de Hinojo comunicó a la Secretaría de Obras y Servicios Públicos de la Municipalidad de Olavarría que el automotor Volkswagen Senda -de propiedad del Sr. Estanga- habría sido encontrado impactado “… sobre los separadores existentes en calle 19 y Avda. Crotto…” encontrándose unos veinte (20) metros de cordón totalmente destruido y “… comprobándose que la zona en cuestión se encontraba señalizada…”.
Prosiguiendo con el razonamiento expuesto, estimo que las manifestaciones vertidas por la apelante en el punto “III.2” de su libelo recursivo [v. fs. 559] -reiterando planteos ya puestos de manifiesto ante la instancia de origen al impugnar la referida pericia [v. fs. 494/495]- en torno al dictamen profesional y a la valoración del material fáctico, no logran desvirtuar las conclusiones vertidas por el a quo -tras ponderar el plexo probatorio y siguiendo en gran medida el dictamen técnico pericial- en lo atinente a la omisión de clausurar o señalizar adecuadamente el camino y al nexo de causalidad que vincularía al accidente allí ocurrido con dicha conducta omisiva.
(iv) He de señalar, asimismo, que ha sido precisamente el a quo quien consideró que, en virtud de la peligrosidad que ostentaría el camino en reparación para los transeúntes, debió permanecer cerrado a la circulación y, desde allí, entendió que la omisión de clausurarlo y la carencia de una adecuada señalización de sus obstáculos, son circunstancias que concurrieron como causa del evento dañoso. Así, el eje del debate pasaría por determinar si efectivamente el camino estaba o no cerrado o señalizado, lo que torna irrelevantes a aquellas argumentaciones desplegadas por la quejosa en relación a que el camino en reparación “… no podía estar habilitado al tránsito…” o que no existiría “… sustento normativo…” para que ello ocurriera. Consecuentemente, pierde virtualidad la calificación de “imprudente” y “contraria a derecho” que -con base en tales alegaciones- efectúa la apelante respecto de la actitud del Sr. Estanga en cuanto éste, conforme afirma la recurrente, habría intentado acortar camino tomando un sendero en construcción y no habilitado definitivamente al tránsito.
(v). Con todo, he de desestimar los agravios vertidos por la apelante Municipalidad de Olavarría, pues no encuentro razones valederas para sostener, tal cómo esta lo propone, que la conducta de la víctima habría tenido “… una incidencia total, o al menos muy superior al 50% establecido en la sentencia…” en la generación del daño [v. fs. 560].

b. Sentadas las conclusiones precedentes, entiendo que los mismos argumentos en que ellas se sustentan, son los que me llevan a inclinarme por acoger favorablemente el recurso intentado por el actor en cuanto dirige su embate hacia la parcela del fallo en crisis precedentemente analizada [v. fs. 552 vta./555].

(i). En tal sentido, observo que el Sr. Estanga alega que lo decidido por el a quo en este punto resultaría arbitrario e injusto. Señala que la existencia de un camino alternativo deviene irrelevante a fin de ponderar la culpa concurrente de su parte, en tanto el conductor tendría la libertad de tomar cualquier camino que se encuentre habilitado a tal fin.
Aduce también que las precauciones tomadas por su parte, ante la oscuridad propia de la hora en que transitaba el lugar, serían las “… comunes y normales, y no extraordinarias e imaginativas como se pretende…”, limitándose a respetar las exigencias del Código de Tránsito, desde que la avenida –respecto de la cual señala que tiene “características de ruta”, pues comunica diferentes localidades- se encontraba habilitada para el tránsito con vehículos y no existían en ella señales que alertasen sobre obstáculos derivados de la obra de reparación. Destaca que el propio sentenciante ha reconocido que el actor circulaba por el lugar, al tiempo de sufrir el accidente, a la velocidad reglamentaria.
(ii) Descartada aquella crítica vertida por la Municipalidad accionada en dirección a descalificar el juicio del sentenciante sobre la verificación de un supuesto de falta de servicio -patentizada ésta en la omisión de señalizar los obstáculos del camino en reparación o clausurar este último al tránsito- y a la relación de causalidad entre la conducta omisiva de los accionados y el daño experimentado por el demandante, estimo ahora desacertada la valoración del a quo en torno a la supuesta culpa de la víctima que, a su entender, habría incidido en un porcentual del 50% en la producción del daño (rotura del vehículo del Sr. Estanga al golpearse éste contra el desnivel que separa el tramo repavimentado de la cinta asfáltica del resto de la superficie).

Advierto desde ahora que no aparecen elementos que permitan afirmar la existencia un obrar negligente de parte del actor capaz de interrumpir en forma total o parcial del referido nexo de causalidad.
Carece de sustento –a mi modo de ver- el reproche efectuado por el magistrado respecto de la conducta del actor –tesitura a la que parece adherir la codemandada Municipalidad de Olavarría cuando califica a ésta de “imprudente y contraria a derecho”- sobre la premisa de que el Sr. Estanga debió “… adecuar la velocidad del vehículo y las precauciones al conducir…” [v. fs. 536, párr. 2°] y que no habría extremado dichos cuidados [cfr. fs. 534 vta., párr. 2°].
Es que, de un lado, el propio magistrado afirma que “… el actor manejaba a velocidad adecuada al código de tránsito…” [v. fs. 538, párr. 1°] –conclusión que no aparece controvertida por la accionada ni desvirtuada ante las constancias del expediente- y, de otro lado, tal como quedara expuesto, no surge de autos que en el contexto fáctico del accidente de marras, la avenida en la que éste acaeció se encontrase cerrada al tránsito a través de señales que así lo indicaran o de elementos que impidieran el acceso de los vehículos a la calzada en reparación.
Desde allí, mal puede postularse que la mera conducta de víctima de transitar tuvo incidencia en la producción del daño por la circunstancia de circular en tempranas horas de la mañana, con escasa visibilidad y por un camino público diferente al que habitualmente recorría para llegar a su lugar de trabajo, cuando ninguna norma legal impide asumir tal conducta. Tampoco cabe considerar que aquélla aceptó el riesgo de sufrir el accidente por el mero hecho de intentar circular, ejerciendo un legítimo derecho, por una arteria no clausurada ni señalizada [argto. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Judicial Quilmes, Sala I in re “Taverna”, sent. del 06-VI-2005]. Y menos lógico resulta requerir del conductor una prudencia mayor a la que le sería exigible en caso de recorrer una vía pública habilitada al tránsito y libre de obstáculos cuando, justamente, se considera que la apertura del camino y la ausencia de señales que avisen sobre los obstáculos propios de la obra han dado causa al accidente por crear la apariencia de que éstos no existirían.
(iii) No empece a las conclusiones arribadas lo alegado por la Municipalidad de Olavarría en su escrito recursivo al sostener que el damnificado conocería perfectamente el lugar y lo transitaría habitualmente para concurrir a su trabajo [v. fs. 559, párr. 1°; 560, párr. 3°]. Más allá de que tal afirmación luce huérfana de sustento probatorio y, consecuentemente, inhábil para desvirtuar la valoración del a quo en torno al desconocimiento por el Sr. Estanga del camino en reparación, vale señalar que tampoco sería fundamento atendible para atenuar la responsabilidad del Municipio codemandado, pues el deber de señalizar eficientemente los lugares de "circulación suspendida o peligrosa y en cualquier situación de riesgo", evitando generar con ello accidentes, no depende de que quienes circulen por la arteria de que se trate no sean habituales transeúntes [argto. art. 102 -3° párr.- de la Ley 11.430; argto. Segunda Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Judicial La Plata, Sala I in re “Guerrero”, Sent. del 17-08-2000]. Máxime en casos como el sub examine, en el que, tratándose de una obra en ejecución, mal podría prever el conductor, aún cuando transitara el lugar habitualmente, los diferentes obstáculos que pudieran surgir de la diaria evolución de los trabajos allí realizados.
(iv). Concluyo entonces, luego de un detenido análisis de las constancias de autos, y contrariamente a lo propiciado por el juez de la instancia, que no se advierten razones para sostener que haya existido una conducta culposa en cabeza de la víctima que, habiendo concurrido a la causación del daño, sea capaz de desplazar parcialmente el nexo de causalidad existente entre éste y el obrar de las accionadas ni de atenuar la responsabilidad de éstas.
3. Corresponde examinar ahora la crítica enderezada por la Municipalidad de Olavarría contra aquella parcela de la sentencia de grado en la que el a quo determinó y cuantificó los daños a indemnizar. Allí, el sentenciante hizo lugar parcialmente a la pretensión del Sr. Estanga, rechazando el reclamo por concepto de daño moral –estimado en la suma de PESOS CUATRO MIL ($ 4.000,=) por el demandante- y fijando el monto indemnizatorio total por los rubros que prosperan en la suma de PESOS CINCO MIL NOVENTA Y TRES CON CINCUENTA CENTAVOS ($ 5.093,50).
Asimismo, he de abocarme en este punto a recalcular el referido monto indemnizatorio teniendo en cuenta lo expuesto supra en torno a la inexistencia de culpa de la víctima como causa concurrente del daño sufrido.
a. En lo que atañe al daño material configurado por los gastos de reparación del vehículo, el sentenciante estimó razonable la suma de pesos ocho mil seiscientos ochenta y siete ($ 8.687,=) resultante de los presupuestos incorporados por el actor a fs. 8/10 del expediente administrativo Nro. 2004-E-3227, ponderando a tal fin la opinión vertida por el perito que avalaría los montos allí expresados (fs. 487 vta., punto de pericia N° 11) y destacando, en tal sentido, que no encontraría mérito para apartarse de lo dictaminado por dicho profesional, desde que su dictamen constituiría un “… elemento de juicio objetivo suficientemente fundado…” y aparecería respaldado por otros elementos glosados a la causa, tales como los referidos presupuestos debidamente reconocidos por quienes los expidieron y las fotografías del automotor dañado [v. fs. 542 vta., párr. 1°].
Frente a ello, la recurrente formula un ensayo crítico que, desde ahora, considero insuficiente como para conmover la conclusión expuesta por el magistrado sobre el tópico, pues advierto que aquélla ha impugnado esta parcela de la sentencia limitándose a deslizar referencias al escrito a través del cual cuestionó la prueba pericial ante la instancia de origen y reiteraciones de lo expuesto allí en torno a que las conclusiones vertidas por el experto en los puntos 11°, 12° y 13° de la pericia carecerían de respaldo técnico científico, aserción ésta que, para más, ya en su primitiva expresión ante la instancia de grado luce dogmática y huérfana de razones de peso que la sustenten [v. fs. 495, último párrafo]. Así, omite explicar por qué cree que tales argumentos deberían primar por sobre las razones expuestas por el juez de grado para justificar, aún teniendo en vista las referidas impugnaciones, su apego a las conclusiones del profesional y la consecuente cuantificación del rubro indemnizatorio en cuestión [argto doct. esta Cámara causa P-1402-MP2 “Fernández”, sent. del 04-II-2010].
b. Luego, encuentro que el magistrado de grado trató el reclamo indemnizatorio fundado en la privación de uso del automotor y, en tal sentido, teniendo en vista las constancias de autos, el cuadro fáctico y “… los datos de la realidad económica…” –sin perjuicio de destacar la ausencia de pruebas aportadas por el actor al respecto-, hizo lugar al reclamo de pesos un mil quinientos ($ 1.500,=) efectuado por el accionante por tal concepto.
Al agraviarse frente a esta parcela del fallo, la Municipalidad recurrente critica el razonamiento del sentenciante aduciendo que no se habría logrado superar la ausencia de una adecuada y concreta indicación y demostración por parte del actor de los extremos configurantes del daño por privación del uso del automotor. Señala, por otra parte, que la mera invocación de datos emergentes de la realidad económica resultaría insuficiente para suplir la acusada carencia.
Frente a tal embate, cabe recordar que, sobre el tópico en cuestión y siguiendo lineamientos fijados por la Suprema Corte de Justicia provincial al pronunciarse en la causa Ac. 54.878 “Municipalidad de Ayacucho” (sent. del 25-XI-1997), esta Alzada ha sostenido que la sola circunstancia de haberse privado al actor del uso del automotor representa un perjuicio indemnizable y, desde allí, ha entendido que en supuestos como el sub examine, cobra virtualidad el art. 165 del C.P.C.C., precepto que faculta a los jueces a ponderar las circunstancias y determinar el monto de la condena en aquellos casos que aparece acreditado el perjuicio mas no logra justificarse su cuantía [argto. doct. esta Cámara causa R-361-MP1 “Sosa”, sent. del 23-IX-2008].

Tal criterio resulta aplicabe en la especie desde que, si bien no se desprende de la prueba rendida cuáles serían los montos que en concepto de traslados diarios habituales debería efectuar el actor durante el período en el cual no pudo utilizar el automotor, es dable pensar que ellos debieron realizarse, en tanto, conforme surge de los presupuestos obrantes a fs. 8/10 del expediente administrativo y del punto 11 de la pericia mecánica [cfr. fs. 487 vta.], habrían resultado dañadas varias piezas mecánicas y de carrocería del automotor como consecuencia del siniestro. Asimismo, surge de las constancias de autos que el actor, domiciliado en la localidad de Olavarría, cumplía funciones como agente del Servicio Penitenciario Bonaerense en la Unidad N° 38 ubicada en la localidad de Sierra Chica [v. informe a fs. 387/388], siendo contestes las partes en afirmar que el demandante recorrería diariamente el camino que comunica ambas localidades para llegar hasta su lugar de trabajo [cfr. fs. 12 –in fine-; fs. 519 vta. -in fine-; fs. 560, párr. 3°].
Finalmente, si bien del material probatorio aportado a la causa no surgiría con exactitud el tiempo por el cual el Sr. Estanga estuvo impedido de utilizar su vehículo como consecuencia de las roturas sufridas por éste, no es menos cierto que cabe considerar, por un lado, que la reparación del daño por privación de uso del automotor ha de cubrir, en principio, los daños provocados por el normal, previsible y razonable tiempo de indisponibilidad insumido por los arreglos y demás trámites y tareas que necesariamente deben preceder a esos trabajos [argto. doct. Primera Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial La Plata, Sala III in re “Chichisola”, sent. del 07-11-1995] y, por otro lado, la importancia y complejidad de las labores indicadas en los referidos presupuestos, las cuales implican la intervención de, al menos, dos talleres –en razón de que deben practicarse reparaciones mecánicas [v. fs 8/9] y también de chapa y pintura [v. fs. 10]-.

Desde el mirador en que me colocan las premisas expuestas, entiendo que, con sustento en lo normado por el referido art. 165 del C.P.C.C., no aparece como irrazonable la estimación efectuada por el sentenciante al fijar la suma de PESOS UN MIL QUINIENTOS ($ 1.500,=) por todo el tiempo durante el cual el Sr. Estanga se vería privado del uso de su vehículo.
c. Sentadas las conclusiones precedentes, he de señalar que el a quo, para arribar al monto indemnizatorio final de pesos cinco mil noventa y tres con cincuenta ($ 5.093,50), luego de cuantificar las sumas correspondientes a los rubros por los cuales prosperaría la demanda en un total de PESOS DIEZ MIL CIENTO OCHENTA Y SIETE ($ 10.187,=), entendió que dicha cantidad debería ser reducida a la mitad en virtud “… del modo [en] que ha quedado distribuida la responsabilidad en el caso […] entre el actor por una parte y ambos demandados por la otra, por partes iguales…”.

Desde allí, teniendo en cuenta que, por un lado –y en virtud de las razones expuestas en los puntos “a.” y “b.” precedentes- cabe confirmar la cuantificación efectuada por el sentenciante respecto de los rubros indemnizatorios que prosperan y, por otro lado, conforme surge de lo expresado supra en el punto “II.2.b.”, que no existiría aquella culpa de la víctima ponderada por el magistrado de grado como elemento concurrente a la causación del daño o atenuante de la responsabilidad de las accionadas, estimo que corresponde modificar el monto total a cuyo pago se condenó a las codemandadas en la sentencia en crisis, fijándolo en la suma de PESOS DIEZ MIL CIENTO OCHENTA Y SIETE ($ 10.187,=).
4. Por último, he de tratar la crítica enderezada por el accionante contra la imposición de costas.
a. Al fundar su recurso, el actor se agravia ante la imposición de costas en el orden causado dispuesta por el sentenciante [v. fs. 544 vta. –in fine-] y alega que ello no ha sido fundamentado. En primer lugar, rememorando los antecedentes de la litis, dice haber efectuado un reclamo en sede administrativa a fin de obtener la reparación del daño sufrido y que la actitud intransigente del Municipio ante tal petición fue lo que motivó a su parte a promover el presente juicio. Luego, afirma que en el caso no se configuraría un supuesto de vencimiento parcial y mutuo y, enlazado a ello, sostiene que debería aplicarse el principio de atribución de costas al vencido aún cuando la pretensión del actor sólo haya prosperado parcialmente. Finalmente, manifiesta que el Juez de grado habría omitido toda referencia –en lo atinente a la aplicación de las costas- a las excepciones planteadas por la empresa contratista y rechazadas en la sentencia, expresando la recurrente que esta Alzada “… deberá cubrir esa omisión, aplicar las costas a la vencida…” [v. fs. 556 párr. 4°].
b. Entiendo que tal intento crítico no merece prosperar, pues parece haber pasado inadvertido para el apelante que, tal como resulta de lo expresado por el Juez de la instancia a fs. 554 vta. -punto “3” de la parte resolutiva de la sentencia apelada-, la atribución de las costas fue decidida de conformidad con lo normado por el art. 51 del C.P.C.A., precepto que, en el marco del proceso contencioso administrativo provincial, fija el criterio rector en materia de costas.
Siguiendo los lineamientos que impone dicha norma, en principio, corresponde que los gastos causídicos derivados del juicio sean soportados por las partes en el orden causado -inc. 1°-, con excepción del supuesto en que la vencida hubiese actuado con notoria temeridad y malicia –inc. 2°, ap. “b”-, en cuyo caso corresponderá aplicar el principio objetivo de la derrota [argto. doct. S.C.B.A. causa B. 66.082 “Bergez”, sent. del 19-IV-2006; esta Cámara causa C-2040-DO1 “Sposaro”, sent. del 22-XII-2010].

Desde tal mirador, cabe reconocer que este segmento argumental del recurso bajo análisis resulta claramente insuficiente al fin de conformar una crítica concreta y razonada hacia aquella parcela de la sentencia de grado cuya revisión persigue, en tanto el quejoso, lejos de intentar conmover el único pilar que sostiene la decisión del a quo - ya fuera planteando la inaplicabilidad al caso del art. 51 C.P.C.A., cuestionando su validez constitucional o pregonando una interpretación diferente de esa norma-, ignora la ratio decidendi de la solución ante la cual se agravia, limitándose a alegar circunstancias que, dentro de aquel esquema normativo en que el magistrado apoya su pronunciamiento sobre las costas del juicio, resultan irrelevantes.
A todo evento, no se aprecia que la conducta articulada por las codemandadas pueda considerarse como temeraria y maliciosa -único supuesto en que, a la luz del citado art. 51 inc. 2° apartado “b” del C.P.C.A. y en la medida en que las demandadas resultaren vencidas, podría postularse la atribución de las costas a estas últimas-, desde que tal calificación cabe cuando los litigantes promueven demanda o se oponen a ella, sabiendo o debiendo saber a ciencia cierta que no les asiste razón valedera, o bien cuando se alegan hechos inexactos con el único objeto de oponerse infundadamente al progreso de la pretensión articulada por alguna de las partes (argto. doct. S.C.B.A. causa “Schat”, sent. de 24-VIII-2005; argto. doct. esta Cámara causa C-1608-DO1 “Galeano”, sent. de 04-III-2010; C-2040-DO1 “Sposaro”, citada). En la especie, ante las pretensiones del accionante que en definitiva han prosperado, las codemandadas no han esgrimido defensas que pudieran patentizar un intento por obstar de manera infundada o maliciosa al progreso de tales reclamos, o por demorar la resolución final de la contienda.

Por ello he de concluir que, no encontrándose controvertida la aplicación al sub examine de las pautas que en materia de costas fija el art. 51 C.P.C.A., ni habiéndose alegado el supuesto de excepción contemplado en el apartado “b” del inciso 2° de dicha norma –cuya configuración, en todo caso, también cabría descartar a la luz de las constancias de autos-, debe confirmarse la sentencia en cuanto impuso las costas del proceso en el orden causado.
III. Como corolario de lo expuesto, he de proponer al Acuerdo: (i) en primer lugar, desestimar el recurso de apelación articulado a fs. 557/562 por la codemandada Municipalidad de Olavarría y, (ii) en segundo término, hacer lugar parcialmente al recurso interpuesto por el actor Facundo Manuel Estanga, determinando la ausencia de conducta culposa de su parte que haya concurrido a la causación del daño y, consecuentemente, modificar la sentencia impugnada elevando el monto de condena fijado por el a quo a la suma total de PESOS DIEZ MIL CIENTO OCHENTA Y SIETE PESOS ($ 10.187,00), los cuales deberán ser abonados en los términos y condiciones establecidos en el fallo en crisis, con más los accesorios allí fijados. Las costas devengadas ante esta alzada por la tramitación de ambos recursos deberían imponerse en el orden causado [art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.].
Con el alcance indicado, así voto a la cuestión planteda.
Los señores Jueces doctores Riccitelli y Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo y con el mismo alcance, votan la cuestión planteada en igual sentido.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la codemnadada Municipalidad de Olavarría a fs. 557/562. 

2. Acoger parcialmente el recurso intentado por el actor Facundo Manuel Estanga a fs. 552/556 y, en consecuencia, revocar el fallo de grado en cuanto le imputa concurrencia de responsabilidad en el evento dañoso, elevando –por tanto- el monto de condena fijado en la sentencia de primera instancia a la suma total de PESOS DIEZ MIL CIENTO OCHENTA Y SIETE ($ 10.187,00), con más los intereses allí fijados.

3. Las costas devengadas ante esta alzada por ambos recursos se imponen en el orden causado [art. 51 inciso 1° del C.P.C.A.].

4. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad [arts. 31 y 51 del decreto ley 8904/77].
Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
